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CONTESTACION DE DEMANDA RAD 2019-168 RV: 1 PODER LEY 2213 DE 2022-ALEXIS
QUINTERO LOPEZ Y OTROS

Nirka Tatiana Moreno Quintero <nirka.moreno@fiscalia.gov.co>
Lun 8/08/2022 2:56 PM

Para: Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Valledupar
<sectriadm@cendoj.ramajudicial.gov.co>;carlosarturoabogado12@hotmail.com
<carlosarturoabogado12@hotmail.com>

Honorables Magistrados 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR  
Magistrado Ponente: Carlos Mario Arango Hoyos 
 
E.                           S.                                         D. 
 
 
Ref.: Medio de Control: Reparación Directa 

Actores                  : Alexis Quintero López y otros  
Radicado               : 20-001-23-33-000-2019-00168-00 

 

Nirka Tatiana Moreno Quintero, identificada con la cédula de ciudadanía número 32.797.465 de
Valledupar, con Tarjeta Profesional número 110.017 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando
dentro del proceso de la referencia, en calidad de apoderada especial de la Fiscalía General de la
Nación, de conformidad al poder allegado con sus anexos otorgado por la Coordinadora Unidad de
Defensa Jurídica, de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía, mediante oficio No.
20081500002733 del 4 de abril de 2018, por medio del presente escrito y dentro de la oportunidad
legal procedo a contestar la demanda, dando respuesta a la misma en los siguientes términos: 
 
Para efectos de notificaciones, La FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, las recibirá en la dirección
electrónica: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y en la Carrera 16, No 14-60, ventanilla única
de correspondencia de la Fiscalía General de la Nación Seccional Valledupar. 
  
La suscrita, expresamente manifiesta que recibirá notificaciones en el correo electrónico institucional:
nirka.moreno@fiscalia.gov.co. 
 
Del Honorable Magistrado,  
 
 
NIRKA TATIANA MORENO QUINTERO 
C. C. No. 32.797.465 de Barranquilla 
T. P. No. 110.017 del C. S. de la J.  

 

De: Poderes Direccion de Asuntos Juridicos <poderesDAJ@fiscalia.gov.co>

Enviado: lunes, 11 de julio de 2022 9:03

Para: Nirka Tatiana Moreno Quintero <nirka.moreno@fiscalia.gov.co>

Cc: Sonia Milena Torres Castaño <milena.torres@fiscalia.gov.co>; Carolina Salazar Llanos
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<carolina.salazarll@fiscalia.gov.co>

Asunto: 1 PODER LEY 2213 DE 2022-ALEXIS QUINTERO LOPEZ Y OTROS
 
Buen día
 
Respetuosamente se remite(n)  1  poder (s), de acuerdo a lo definido en el Artículo  5  de  la  LEY
2213 DE 2022, que establece:
 
“ARTÍCULO 5°. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir
mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se
presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o
reconocimiento.
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado
que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados.” Los poderes
otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos desde la
dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales.”
 
Cordialmente,
 
 
 
poderesDAJ@fiscalia.gov.co
 
 
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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Honorables Magistrados 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CESAR  
Magistrado Ponente: Carlos Mario Arango Hoyos 
 
E.                           S.                                         D. 
 
 
Ref.: Medio de Control: Reparación Directa 

Actores            : Alexis Quintero López y otros  
Radicado             : 20-001-23-33-000-2019-00168-00 

 
Nirka Tatiana Moreno Quintero, identificada con la cédula de ciudadanía número 
32.797.465 de Valledupar, con Tarjeta Profesional número 110.017 del Consejo Superior 
de la Judicatura, obrando dentro del proceso de la referencia, en calidad de apoderada 
especial de la Fiscalía General de la Nación, de conformidad al poder allegado con sus 
anexos otorgado por la Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica, de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos de la Fiscalía, mediante oficio No. 20081500002733 del 4 de abril de 
2018, por medio del presente escrito y dentro de la oportunidad legal procedo a contestar 
la demanda, dando respuesta a la misma en los siguientes términos: 
 
 

1.  A LOS HECHOS DE LA DEMANDA: 
 
En relación con los hechos narrados por el apoderado de la parte demandante, 
respetuosamente manifiesto respecto a cada uno de los aludidos hechos, lo siguiente: 
 
Primero: Es parcialmente cierto, la Fiscalía 16 Local de Valledupar adscrita a la Estructura 
de Apoyo EDA inició investigación por hechos relacionados con Estafa Agravada, Concierto 
para Delinquir y Constreñimiento Ilegal la cual inicio bajo el radicado No 20-001-30-0000-
2015-00100. 
 
Segundo: No me consta, razón por la que solicito que sea probado en legal forma dentro 
del proceso. 
 
Tercero: No es un hecho, se hacen manifestaciones de carácter jurídico formulado por el 
actor de la cual me encuentro relevado de pronunciarme y las omisiones u acciones en las 
que haya incurrido la entidad que representó deben ser probadas en el transcurso del 
proceso. 
 
Cuarto: No me consta, se hacen manifestaciones de carácter jurídico formulado por el actor 
de la cual me encuentro relevado de pronunciarme y las omisiones u acciones en las que 
haya incurrido la entidad que representó deben ser probadas en el transcurso del proceso. 
 
Quinto: No me consta, se hacen manifestaciones de carácter jurídico formulado por el actor 
de la cual me encuentro relevado de pronunciarme y las omisiones u acciones en las que 
haya incurrido la entidad que representó serán debatidas y deben ser probadas en el 
transcurso del proceso. 
 
Sexto: No me consta, se hacen manifestaciones de carácter jurídico formulado por el actor 
de la cual me encuentro relevado de pronunciarme y las omisiones u acciones en las que 
haya incurrido la entidad que representó serán debatidas y deben ser probadas en el 
transcurso del proceso. 
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Séptimo: No es cierto, el actuar de la Fiscalía General de la Nación ha estado sujeto a la 
normatividad penal existente, razón por lo que será debatido y solicito que sea probado en 
legal forma dentro del proceso, así como las presuntas omisiones u acciones en las que 
haya incurrido la entidad que representó.  
 
Octavo: No me consta, se hacen manifestaciones de carácter jurídico formulado por el 
actor de la cual me encuentro relevado de pronunciarme y las omisiones u acciones en las 
que haya incurrido la entidad que representó serán debatidas y deben ser probadas en el 
transcurso del proceso. 
 

2.  A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
En relación a las pretensiones Honorable Magistrado, manifiesto que me opongo a que 
prosperen todas y cada una de las declaraciones y condenas solicitadas en la demanda 
contra la entidad que represento, por razones de hecho y de derecho que aquí debatiré, 
pues considera el demandante que existe la relación de causalidad entre el hecho y el daño 
que se quiere imputar al ente público que represento. 
 
No se encuentra demostrada la existencia de perjuicio alguno que hubiere podido derivarse 
de falla en el servicio de que fueron objeto Alexis Quintero López André Yuliana Mora Lobo, 
Arelis María Redondo Victoria, Carmen Beatriz Arce Camacho, Carmen Eida Paba Navarro, 
Ciro Angarita Angarita, Claribel Pérez Córdoba, Daris Castillejo Guerra, Debbie Rocío 
Trujillo Boom, Deniris Díaz González, Dialan Luz Mindiola Fragozo, Diana Miladis Torres 
Laguna, Dignora Rodríguez Suarez, Domy Acuña Jiménez, Doris Isabel Suarez Martinez, 
Edilma Piedad Salas Negrete, Erika romero Quiroz, Esther Salcedo Peña, Félix Mauricio 
Murillo Pacheco, Hemelinda María Morales, Hilda corredor García, Isabel María Arrieta 
Fontalvo, Isidro Antonio Escobar Acosta, Janeth Cecilia Villa Castañeda, Jeferson Deudid 
Coral Arregoces, Jeimon Alexander Maestre Guzmán, Juan Carlos Moyano González, 
Karen Johanna Pérez Moreno, Katerine Murillo Córdoba, Lina Ruby Guerra Ávila, Manuel 
Antonio Miranda Mejía, María Patricia Torres Bayter, Maryluz Correa Toloza, Martha Cecilia 
Quesada Méndez, Maurer Rodríguez Quintero, Miguel Antonio Bernal Londoño, Narcisa 
Esther Díaz Marzal, Nelly Rangel Zambrano, Orlando Luis Mendoza Fonseca, Pablo Isaac 
Romero Cabeza, Rafael Antonio Solano Piña, Stefanny Sofía Sotillo Barrio, Wedad Josefa 
Hinojosa Maestre, Wilson Enrique Alfaro Cujia. Por cuanto de existir, estos hacen parte de 
la vida personal y privada del actor, estando la Fiscalía General de la Nación, en 
imposibilidad de conocerlos. 

 
3.  FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

 
La parte actora solicita <Que se declare que la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN es 

administrativa y patrimonialmente responsable por las fallas en la prestación del servicio de 

Administración de Justicia (según los hechos y omisiones) Omisión Grave y Culpable por 

no haber decretado medidas cautelares para afectar los bienes en poder de la condenada 

YAHAIRA GUTIERREZ MONROY (…) > 

 

Al respecto, fuerza señalar Honorable Magistrado que en el sub judice no se configuran los 

supuestos esenciales que permitan estructurar ninguna clase de responsabilidad en cabeza 

de mi representada, por las siguientes razones de hecho y de derecho. 

 

La actuación de la Fiscalía General de la Nación, se surtió de conformidad con la 

Constitución Política y las disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes para la 
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época de los hechos, actuación de la cual no es ajustado a derecho predicar un defectuoso 

funcionamiento de la administración de justicia, ninguna clase de error, contra la 

investigación penal adelantada contra YAHAIRA GUTIERREZ MONROY. 

 

Resulta importante resaltar que, para que en una demanda en la que se ejercite la 
acción de reparación directa, se declare la responsabilidad extracontractual del 
Estado, se hace necesario que la parte actora dentro del proceso demuestre 
plenamente que un hecho u omisión de la administración le ocasionó un menoscabo 
moral y/o patrimonial, actividad que en el sub examine fue realizada de manera 
deficiente, pues se advierte sin mayor esfuerzo que, el material probatorio es 
extremadamente escaso, como quiera que no se vislumbran siquiera los elementos 
de convicción suficientes para sostener que en realidad, con ocasión del proceso 
penal promovido por la Fiscalía de conocimiento, se produjo un daño a la actora, 
pues no se encuentra ni siquiera aportada alguna de las actuaciones adelantadas 
en forma arbitrara.  
 
El funcionario judicial es político al aplicar la ley conforme a los criterios que se 
vienen de señalar, interpreta los hechos, las pruebas, las conductas, la ley, crea 
derecho para administrar justicia al caso concreto y si se trata de un órgano de 
cierre, la jurisprudencia se torna en precedente obligatorio, por tanto el juez o 
magistrado en este rol es necesariamente un operador político, porque establece, 
define la regla que resuelve el conflicto bajo los criterios de garantizar <la convivencia 

social y lograr y mantener la concordia nacional>, tal y como lo establece el artículo 1° 
de la Ley 270 de 1996.  
 
Pero, para proteger la dignidad y la majestad de la justicia, para aislarla de toda 
clase de presiones indebidas se ha reconocido autonomía e independencia en el 
<ejercicio de su función constitucional y legal de administrar justicia> (artículos 5 de la Ley 
Estatutaria de Administración de Justicia y 228 de la Constitución Política.).  

 
La autonomía e independencia generan el deber y la obligación de todas las 
autoridades y personas en el territorio nacional de acatar los principios de confianza 
en las decisiones judiciales, respeto e inviolabilidad de las mismas, tanto que el 
citado artículo 5° de la Ley 270 de 1996 prohíbe al interior de la rama judicial que 
<Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, exigir, 
determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones o criterios 

que deba adoptar en sus providencias>, regla que es congruente con los artículos 228 
y 230 de la Constitución Política y que admite como excepciones los controles que 
se ejercen a través del precedente jurisprudencial o las decisiones que se adopten 
en la acción de tutela.  
 
El error judicial es una eventualidad propia de la naturaleza humana del juez en el 
cumplimiento de sus funciones, tanto que la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia lo previó en el artículo 66 y que la Carta Política solamente permite al Estado 
repetir contra el funcionario en la medida en que aquél haya obrado con dolo o culpa 
grave, formas de conducta propias de la negligencia o ignorancia inexcusables, 
manifiestamente notorias de infracción por corrupción.  
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El ingrediente normativo <manifiestamente contrario a la ley>, que exige el tipo penal 
de prevaricato para su estructuración, hace relación a las decisiones que sin 
razonamiento o con amplitud de expresiones inatendibles brindan conclusiones 
distintas a lo que dejan ver las pruebas o que impone el ordenamiento jurídico en la 
resolución del caso, revelando la arbitrariedad y el capricho del servidor público que 
la adopta.  
 
Así, el análisis de la contradicción de lo decidido con la ley no solo contempla la 
valoración de los fundamentos jurídicos que el servidor público expone en el acto 
judicial, sino también el análisis de las circunstancias concretas bajo las cuales la 
adoptó, así como de los elementos de juicio con los que contaba al momento de 
proferir la decisión, de tal forma que la contrariedad sea notoria, objetiva y grosera. 
 
Es necesario aclarar que en el presente proceso, no podría el demandante entrar a 
reclamar indemnización de perjuicios por ningún concepto, falla en el servicio, 
defectuoso funcionamiento de la administración de justica o cualquier otro, teniendo 
en cuenta que mi representada no incurrió en un error en sus decisiones.  
 
La parte demandante aduce que a sus representados se les produjo un daño 
antijurídico, por no ajustarse a la normatividad vigente al momento de los hechos 
inobservando todas las garantías de los sujetos afectados con la decisión de no 
desplegar actuación alguna tendiente a salvaguardar los derechos e intereses de 
los convocantes.  
 
Con el fin de establecer la información del proceso penal donde resultó investigada 
Yajaira Gutiérrez Monroy se solicitó informe ejecutivo al Fiscal Decimo Delegado 
ante los Jueces Penales del Circuito de Valledupar, IOHAN CARLOS USTARIZ 
BUENDÍA, donde manifestó:  
De los resultados investigativos, se desprendió el radicado No. 
200016000000201500100 contra YAHAIRA GUTIERREZ MONROY, para lo cual se 
libró orden de captura el 8 de julio de 2015, la cual se hizo efectiva el 30 de 
septiembre de 2015 y se impuso medida de aseguramiento. 
 
Presentado el escrito de acusación y llegada la fecha de la formulación, YAHAIRA 
GUTIERREZ MONROY, acepta cargos el 25 de julio de 2016. Para posteriormente 
el 19 de septiembre de 2016, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Valledupar, 
emite sentencia de carácter condenatorio por los delitos de Estafa Agravada y 
Constreñimiento Ilegal.  
 
No obstante lo anterior, la Estructura de Apoyo de Valledupar, había continuado con 
la indagación con el radicado matriz, y de esas actuaciones se desprendió la noticia 
criminal No. 200016000000201700021, en esta ocasión se vincularon nueve 
personas como son Gregoris Liceth Vásquez Rodriguez, Arlenis Luz Carrillo 
Jiménez, Yannelis Paola Córdoba Peña, Ildemaro Olivella Romero, Walter Enrique 
Oñate Correa, Jhon Fredy Velandia Martinez, Yonis de Jesús Olivella Romero, 
Ivonne Catherine Piñeros Guerrero y Rosmira Anteliz Bustos.  
 
Las personas antes referenciadas les fueron libradas orden de captura el 11 de 
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noviembre de 2016, y se hicieron efectivas; y el 20 de febrero de 2017 se impuso 
medida de aseguramiento a todos los imputados, a excepción de Rosmira Anteliz 
Bustos. El 8 de junio de 2017 se presenta escrito de acusación, la cual se formula 
el 31 de enero de 2018. La audiencia preparatoria se inició el 25 de abril de 2018, 
la cual se ha desarrollado en cuatro sesiones que aún continúan, dado la 
complejidad del asunto y la gran cantidad de prueba testimonial y documental tanto 
de la fiscalía como de la defensa. 
 
En lo que respecto a YAHAIRA GUTIERREZ MONROY, las victimas presentaron 
incidente de reparación la cual se cursa aun en el Juzgado Cuarto Penal del Circuito, 
misma que no se ha podido instalar, por falta de defensa de la procesada y en otros 
casos por el no traslado de la condenada, ya que se encuentra recluida en la Cárcel 
El buen pastor de la ciudad de Bogotá.  
 
De otra parte solo se cuenta con las medidas cautelares decretadas en audiencia 
de formulación de imputación realizada el 30 de septiembre de 2015, estas fueron 
ordenadas de manera oficiosa por el señor Juez de control de Garantías. Así mismo, 
se solicitó información sobre las medidas cautelares al fiscal, en el cual nos dan 
respuesta anotando que no le fue hallado bien a la referida ciudadana. Y que la 
Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales indicó que ALYESCO S.A.S., Nit. 
900.552.186-4 estableció en el 2012 un patrimonio líquido de $5.000.000, y no 
reportó ingreso, luego en el 2013 el patrimonio líquido era de $2.202.000. 
 
Por lo que se avizora, que contrario sensu a lo demandado, se desvanece la 
estructura de la responsabilidad patrimonial, por lo que no es procedente una 
condena en el régimen de responsabilidad objetiva, dado que éste es uno de 
aquellos casos en que fue la víctima la que puso en movimiento el aparato judicial, 
y se adelantó la investigación en los términos establecidos en la Ley 906 de 2004, 
donde las víctimas fueron vinculados al proceso en debida forma. Mas se observa 
un irrespeto de parte del demandante cuando habla de inoperancia por parte de la 
Fiscalía descartando por completo el hecho que gracias a la adecuada investigación 
adelantada por la Estructura de Apoyo fue posible acusar, lograr la medida de 
aseguramiento para la implicada y una sentencia condenatoria.  
 
Así, la actuación de la Fiscalía General de la Nación, se surtió de conformidad con 
la Constitución Política y las disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes 
para la época de los hechos, actuación de la cual no es ajustado a derecho predicar 
un defectuoso funcionamiento de la administración de justifica, ninguna clase de 
error y mucho menos una injusta vinculación a la investigación y juzgamiento, como 
lo afirma la parte demandante y sin probarlo.  
 

Es preciso recordar que la Fiscalía General de la Nación en el caso en estudio, obró de 

conformidad con lo establecido en el Artículo 250 de la Carta, que para la época de los 

hechos señaló sus funciones, recordemos: 

 

<...ARTICULO 250.- Modificado. A. L. 3/2002, art. 2º.  

 

La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 

acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
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características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 

denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 

suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia 

del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la 

persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del 

principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del 

Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 

ejerza las funciones de control de garantías.  Se exceptúan los delitos cometidos 

por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en relación con el mismo 

servicio. 

 

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 

 

1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas 
necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, 
la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en especial, de las 
víctimas. 
 

El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún 

caso, el juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta 

función.  

 (…) 

4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar 
inicio a un juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, 
concentrado y con todas las garantías. 

 

9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 

El fiscal general y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 

nacional. 

 

En el evento de presentarse escrito de acusación, el fiscal general o sus 

delegados deberán suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los 

elementos probatorios e informaciones de que tenga noticia incluidos los que 

sean favorables al procesado…>.  (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 

La evaluación de los elementos que exige el artículo antes transcrito debe llevar a la 

inferencia razonable del juez sobre la posible participación o autoría del imputado en la 

conducta que se le endilga al procesado. 

 
4. EXCEPCIONES 

 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 164 del nuevo Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Código Contencioso Administrativo, propongo como excepción la 

genérica, y las que se desprendan de los hechos, de las pruebas y las normas legales 

pertinentes, que se establezcan en el curso de este proceso. 
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AUSENCIA DEL DAÑO ANTIJURÍDICO 

 

De acuerdo a la Sentencia Cf. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 

Subsección C, Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO, Bogotá, D. C, veintinueve (29) 

de febrero de dos mil doce (2012), Radicación número: 05001-23-25-000-1995-01119-

01(21536) Actor: LUZ OFELIA JIMÉNEZ Y OTROS, Demandado: Nación – Ministerio de 

Justicia; Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, no es posible reconocer el 

daño con una mera conjetura;  

 

<El daño, a efectos de que sea indemnizable, requiere que esté cabalmente 

estructurado, por tal motivo, se torna imprescindible que se acrediten los 

siguientes aspectos relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación se 

reclama: i) debe ser antijurídico, esto es, que la persona no tenga el deber 

jurídico de soportarlo; ii) que se lesione un derecho, bien, o interés protegido 

legalmente por el ordenamiento; iii) que sea cierto, es decir, que se pueda 

apreciar material y jurídicamente; por ende, no puede limitarse a una mera 

conjetura. En efecto, la antijuridicidad del daño es un requisito sine qua non de 

la responsabilidad del Estado, y además, el primer elemento en el análisis que 

debe hacer el juez contencioso para tal efecto> 

  

En este caso, no se encuentra configurada la Falla en el Servicio por Omisión del deber 

legal de adelantar la investigación penal en debida forma, pues como se reitera la 

investigación se adelantó de manera eficaz y eficiente, arrojando los resultados que 

persigue la ley penal, que es condenar al culpable cuando se prueba la comisión de una 

conducta punible. 

 

Aunado al hecho que dentro del fallo condenatorio se ordenó continuar con el Incidente de 

reparación de las víctimas, la cual cursa en el Juzgado Penal del Circuito de Valledupar; tal 

como se ha reseñado en el acápite anterior. 

 

En la presente demanda se indica que los denunciantes fueron estafados por YAHAIRA 

GUTIERREZ MONROY, representante de la inmobiliaria ALYESCO IMV S.A.S., quienes 

hoy indican verse afectados a pesar de haber sido condenada GUTIERREZ MONROY; 

porque no se hizo lo debido para tratar de recuperar todos los bienes materiales que poseía 

la misma y posteriormente estos recuperar el dinero que había invertidos para adquirir 

viviendas. Como también considerar injusto que la condena debió ser mayor por la cantidad 

de personas estafadas e incluso alegan con un párrafo manifestado por el juez de 

conocimiento en la sentencia, el cual no fue objeto de debate probatorio. 

 

Pues se observa que contrario sensu se hizo lo indicado por la ley para ubicar los bienes, 

como solicitar información a la Oficina de Instrumentos Públicos de Valledupar y verificar 

que bienes le aparecían registrado, como también las cuentas bancarias; y solicitar otra vez 

la misma información, sería innecesario, pues es obvio que la condenada no va a registrar 

nada a su nombre. Y es algo difícil adivinar si en caso tal, como lo indica el demandante a 

que personas le hizo el traspaso de sus bienes; diferente hubiera sido e incluso dentro del 

proceso de reparación integral pueden indicar y probar cual son los bienes, que ellos dicen 

pertenecían a GUTIERREZ MONROY y obtenidos por las diferentes estafas.  
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Es necesario, aclarar que a pesar que los hoy demandantes sufrieron una lesión en su 

patrimonio económico, este no se derivó del mal actuar de la Fiscalía, sino por un particular, 

quien le propuso una negociación de carácter particular de contrato de Compra – venta, el 

cual debió ser verificado la ilegalidad del mismo, por los  afectados Alexis Quintero López 

André Yuliana Mora Lobo, Arelis María Redondo Victoria, Carmen Beatriz Arce Camacho, 

Carmen Eida Paba Navarro, Ciro Angarita Angarita, Claribel Pérez Córdoba, Daris Castillejo 

Guerra, Debbie Rocío Trujillo Boom, Deniris Díaz González, Dialan Luz Mindiola Fragozo, 

Diana Miladis Torres Laguna, Dignora Rodríguez Suarez, Domy Acuña Jiménez, Doris 

Isabel Suarez Martinez, Edilma Piedad Salas Negrete, Erika romero Quiroz, Esther Salcedo 

Peña, Félix Mauricio Murillo Pacheco, Hemelinda María Morales, Hilda corredor García, 

Isabel María Arrieta Fontalvo, Isidro Antonio Escobar Acosta, Janeth Cecilia Villa 

Castañeda, Jeferson Deudid Coral Arregoces, Jeimon Alexander Maestre Guzmán, Juan 

Carlos Moyano González, Karen Johanna Pérez Moreno, Katerine Murillo Córdoba, Lina 

Ruby Guerra Ávila, Manuel Antonio Miranda Mejía, María Patricia Torres Bayter, Maryluz 

Correa Toloza, Martha Cecilia Quesada Méndez, Maurer Rodríguez Quintero, Miguel 

Antonio Bernal Londoño, Narcisa Esther Díaz Marzal, Nelly Rangel Zambrano, Orlando Luis 

Mendoza Fonseca, Pablo Isaac Romero Cabeza, Rafael Antonio Solano Piña, Stefanny 

Sofía Sotillo Barrio, Wedad Josefa Hinojosa Maestre, Wilson Enrique Alfaro Cujia, en 

simples actuaciones, como verificar la existencia real del inmueble, al ir a visitar el mismo, 

los registros del mismo en instrumentos públicos e inclusive verificar la existencia del 

proceso de remate que le indicó la vendedora, cumpliendo con ello con el deber objetivo de 

cuidado que cualquier persona del común le imprime a sus asuntos; sobre todos en este 

tipo de inversiones de dinero. 

 

Y cuando ya acudieron a la justicia, mucho tiempo después de haber entregado el dinero, 

la Fiscalía adelantó la investigación hasta llegar a la condena de la infractora; y aún sigue 

adelantado la vinculación y probable condena de los demás implicados causantes de la 

estafa al parecer a unas cien personas y se le indemnice económicamente. Cabe resaltar 

que las víctimas pretenden que se le indemnice por unos valores determinados pues según 

su dicho estos realizaron cada uno un contrato de vivienda por distintos valores según el 

caso, siendo un absurdo e inequitativo exigir justicia e indemnización por unas sumas 

exorbitantes, por una mera conjetura, de cómo la condenada presuntamente traspaso los 

bienes a terceras personas o para su parecer la condena fue insignificante el Estado debe 

pagarle, cuando la primera persona en verificar su actuaciones de carácter civil es ella 

misma.  

 

AUSENCIA DE NEXO CAUSAL:  
 
Dentro de los hechos que produjeron el daño, es claro que la Fiscalía General de la Nación 

no desplego actuaciones o incurrió en omisiones que determinaran la ocurrencia del mismo, 

por el contrario la Fiscalía no puede resultar responsable por los presuntos daños 

antijurídicos ocasionados a los demandantes. 

 

No es la fiscalía autora o responsable de ninguna conducta que haya producido el daño 

que se demanda. 

 

No existe prueba del Nexo Causal que comprometa a la Entidad, pretensión que va 

encaminada a reclamar por la causa del daño.  
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Considerando la cláusula general de responsabilidad, consagrada en el artículo 90 de la 

Constitución Política Colombiana consagra que: “El Estado responderá patrimonialmente 

por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 

las autoridades públicas.” 

 

Y teniendo en cuenta el pronunciamiento respecto del nexo causal se tiene que la noción o 

concepto general del mismo es según la jurisprudencia:  

 

<NEXO CAUSAL – Noción: El nexo causal es la determinación de que un 

hecho es la causa de un daño. En esa medida, en aras de establecer la 

existencia del nexo causal es necesario determinar si la conducta imputada a 

la Administración fue la causa eficiente y determinante del daño que dicen 

haber sufrido quienes deciden acudir ante el juez con miras a que les sean 

restablecidos los derechos conculcados.> 

 

De acuerdo a lo mencionado anteriormente podemos concluir que no hay nexo causal entre 

las partes con ocasión del presunto daño producido, es decir, para que surja 

responsabilidad administrativa respecto a la Fiscalía General de la Nación. 

 

INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO: 
 
No existe medio probatorio alguno que evidencie una falla en el servicio atribuible a mi 
defendida, por lo tanto, ante un supuesto de daño antijurídico no se encuentra probado que 
este sea con ocasión del actuar omisivo o arbitrario de la Fiscalía General de la Nación por 
el contrario en toda la actuación procesal esta estuvo sujeta a las leyes y normas 
aplicables.  
 

 

  

5.  EN CUANTO A LOS PERJUICIOS RECLAMADOS POR LA PARTE 

ACTORA 

 

5.1.   EN CUANTO A LOS PERJUICIOS MATERIALES, A TÍTULO DE LUCRO CESANTE 

y DAÑO EMERGENTE  

 

El apoderado de la parte actora reclama reconocimiento y pago del retardo injustificado  por 

el incumplimiento de la devolución de la inversión consignada y de la misma manera el pago 

de los daños ocasionados, esto es por valor de $2.198.200; así mismo pago de Lucro 

Cesante  por valor toral de $16.258.432.792; como un daño emergente de $441.865.000 

 

Me opongo a lo solicitado por la parte actora, es preciso evidenciar que los perjuicios con 

los cuales se pretenden probar todos los daños materiales, no son oponibles a mi 

representada por no haber certeza sobre los mismo, pues dentro de la demanda no se 

allegó prueba fehaciente para determinar el valor real de estos perjuicios; en consecuencia 

a lo anterior, no puede ser oponible a la entidad demandada, la Nación – Fiscalía General 

de la Nación, por lo que no puede dársele valor probatorio.  
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En caso contrario, solicito regular los mismos, pues el demandante argumenta que por 

razón de la pérdida del poder adquisitivo de Ia moneda (indexación), el daño o perjuicio 

actual y futuro, debe ser reparado en dinero de igual valor; por consiguiente las sumas 

correspondientes deberán actualizarse de acuerdo con la fórmula de matemáticas 

financieras utilizada por el CONSEJO DE ESTADO en sentencia de Unificación No. 05001-

23-31-000-2001-00799-01(36460) del 25 de septiembre de 2013. Consejero Ponente 

ENRIQUE GIL BOTERO; considerando los valores pretendidos exorbitantes sin 

fundamento lógico alguno. 

 

5.2. EN RELACIÓN CON LOS PERJUICIOS MORALES 

 

El apoderado demandante pretende el reconocimiento de este perjuicio por valor de 

($3.437.464.800) Es pertinente destacar que en relación con los perjuicios morales, se 

objetan estos montos, al no aportarse prueba idónea con la demanda que permita 

establecer la existencia de los perjuicios reclamados; puede válidamente colegirse, que no 

existe una relación de causalidad entre esta clase de perjuicio y las actuaciones de la 

entidad cuyos intereses represento.  

 

Sean las anteriores razones suficientes para solicitar a Usted Honorable Magistrado se sirva 

denegar las suplicas de la demanda. 

 

 

6. PRUEBAS 

TESTIMONIALES  
 
Solicito respetuosamente se sirva ordenar prueba testimonial de IOHAN CARLOS 
USTARIZ BUENDÍA, quien para la época del inicio de la investigacion penal se 
desempeñaba como Fiscal Decimo Delegado ante los Jueces Penales del Circuito de 
Valledupar, con el fin de que deponga sobre las actuaciones adelantadas por parte de la 
Fiscalía y las entidades involucradas en los procesos penales adelantados contra YAHAIRA 
GUTIERREZ MONROY en relación con las empresas ALIESKO IMV SAS ALIESKO IMR 
SAS y ALIESKO SAS, por configurarse el delito de Estafa Agravada en Concurso 
Homogéneo y Sucesivo, como ampliación de informe ejecutivo y todo lo que le conste sobre 
los hechos investigados, el cual puede ser citado mediante correo electrónico 
iohan.ustariz@fiscalia.gov.co y a través de la suscrita. 
 
DOCUMENTALES: 
Informe ejecutivo del Fiscal del caso suscrito por IOHAN CARLOS USTARIZ BUENDIA en 
su calidad de Fiscal Decimo Seccional. 
 

7. ANEXOS 

Acompaño al presente memorial los siguientes:  
 
- Poder para actuar. 
- Fotocopia autentica de la Resolución No. 0-0303 del 20 de marzo de 2018. 
- Fotocopia Oficio No. 20181500002733 del 4 de abril de 2018. 
- Fotocopia autentica del Acta de Posesión de la Profesional experto. 
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8. NOTIFICACIONES: 

 
Para efectos de notificaciones, La FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, las recibirá en la 
dirección electrónica: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y en la Carrera 16, No 14-
60, ventanilla única de correspondencia de la Fiscalía General de la Nación Seccional 
Valledupar. 
  
La suscrita, expresamente manifiesta que recibirá notificaciones en el correo electrónico 
institucional: nirka.moreno@fiscalia.gov.co. 
 
Del Honorable Magistrado,  
 

 
 
NIRKA TATIANA MORENO QUINTERO 
C. C. No. 32.797.465 de Barranquilla 
T. P. No. 110.017 del C. S. de la J.  
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Honorable Magistrado 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CESAR 
E.S.D. 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 
DEMANDANTE: ALEXIS QUINTERO LOPEZ Y OTROS 
RADICADO:   20001233300020190016800 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 
identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 
calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos, debidamente designada mediante oficio 20221500004773 del 30 de marzo 
de 2022, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 
DE LA NACIÓN, mediante el artículo décimo de la Resolución N° 0-0259 del 29 de 

marzo de 2022, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 
que confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctora NIRKA TATIANA 
MORENO QUINTERO, abogada, identificada con la C.C. No. 32.797.465 de 
Barranquilla, Tarjeta Profesional No. 110.017 del C.S.J., para que represente a la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN en el proceso de la referencia. 
 
La Doctora NIRKA TATIANA MORENO QUINTERO, queda investida de las 
facultades consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial 
para, sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 
extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal 
desarrollo del presente mandato. 
 
Solicito respetuosamente se reconozca personería a la Doctora NIRKA TATIANA 

MORENO QUINTERO, en los términos y para los fines que confiere el presente 
poder. 
 
El correo institucional del abogado es nirka.moreno@fiscalia.gov.co el correo 
electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 
cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 
jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  
 
De Usted, 
 
 
SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 
Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 
Dirección de Asuntos Jurídicos 

 
Acepto: 
 
 
NIRKA TATIANA MORENO QUINTERO 
C.C. 32.797.465  de Barranquilla 
T.P. 110.017 del  C. S. de la J. 
 
 
Elaboró Rolcio Rojas  

11-7-22 

mailto:nirka.moreno@fiscalia.gov.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co































